
I. LIBERTAD, HUMANIDAD
Y DIGNIDAD EN EL CENTRO MISMO
DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO
LABORAL

Si decidimos iniciar estas reflexiones
partiendo de la certera afirmación
vertida por autorizada doctrina rela-

tiva a que la eficacia de los derechos funda-
mentales en el marco del contrato de trabajo
viene a suponer un factor de renovación y
progreso del Derecho del Trabajo en su con-
junto, en tanto introduce nuevas dimensiones
para afirmar la libertad del trabajador y la
humanización del trabajo1, de momento ya
estaríamos aproximándonos a dos perfiles
sustanciales de la persona que laten en la dig-

nidad: su humanidad2 y su libertad. A mayor
abundamiento, dada la implicación personal
del trabajador en la relación de trabajo carac-
terística del contrato y su tendencia a la pro-
longación en el tiempo que, en cierta medida,
restringe o puede hacerlo, la libertad perso-
nal que, además, en este marco con demasia-
da frecuencia se ve amenazada en distintas
de sus manifestaciones, la dignidad tiende a
colocarse en el centro mismo del Derecho del
Trabajo.

Un dato que viene a ratificar la asevera-
ción anterior estriba en la habitualidad con
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2 Sobre aquellas características de la naturaleza
humana que determinan la dignidad, por todos, vid.
CAMPOY CERVERA, I., «Una revisión de la idea de dignidad
humana y de los valores de libertad, igualdad y solidari-
dad en relación con la fundamentación de los dere-
chos», en Anuario de Filosofía del Derecho, Tomo XXI,
2004, en particular pp. 144 ss, quien viene a concluir, de
forma casi tautológica, que la dignidad humana es la dig-
nidad que todo ser humano tiene simplemente por su
condición de humano. Existe bastante unanimidad en
caracterizar a la dignidad como un rasgo asociado direc-
tamente al valor que consideramos propio de la perso-
na, por todos, DE MIGUEL BERIAIN, I., «La dignidad huma-
na, fundamento del Derecho», Boletín de la Facultad de
Derecho (UNED), nº 27, 2005, p. 333.



que viene a relacionarse el trabajo, en tanto
aspecto esencial de la vida humana, con el
libre desarrollo de la personalidad. Es más,
es preciso tener en cuenta que la actividad
laboral constituye un punto esencial para
poder llevar a cabo los proyectos profesiona-
les, pero también personales del sujeto y, en
puridad, para algunos autores, en la idea de
dignidad late la necesidad de «reconocer, res-
petar y proteger que la persona pueda desa-
rrollar sus propios planes de vida»3 en los
que, como es patente, ocupa un lugar central
la actividad laboral.

Incidiendo en aquellas ideas, también
parece acertado traer a colación la creciente
personalización del Derecho del Trabajo4 de
la que se viene hablando con cierta frecuen-
cia, la riscoperta dell�individuo, sobre la que
llamara la atención hace ya algunos años
Simitis5 o la cada día más incisiva reivindica-
ción de los trabajadores a ser tratados y res-
petados con arreglo a la dignidad de su perso-
nal6. De esta forma, empieza a resultar indu-
dable la trascendencia que está alcanzando la
propia toma de conciencia por parte del ciu-
dadano y, con ello evidentemente, del ciuda-
dano trabajador, de su propia dignidad7,
como bien sabemos, afirmada en el art. 10.1
de la Carta Magna8, como valor constitucio-

nal y fundamento de otros tantos derechos
fundamentales9, incluso, como «cimiento y
razón de ser de todo el edificio constitucio-
nal»10. Dignidad que aunque vino a ser reco-
nocida en distintos instrumentos internacio-
nales11, en particular los elaborados tras la
Segunda Guerra Mundial, escenario de los
más abominables ataques a la humanidad, y
plasmada de modo expreso en los textos cons-
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3 CAMPOY CERVERA, I., «Una revisión de la idea de
dignidad humana�», op. cit., p. 147.

4 MONTOYA MELGAR, A., La buena fe en el Derecho
del Trabajo, Tecnos, Madrid, 2001, p. 29.

5 SIMITIS, S., «Il diritto del lavoro e la riscoperta
dell�individuo», GDLRI nº 45, 1990, pp. 88-89.

6 Por todos, VALDES DAL-RE, F., «Persona del trabaja-
dor, constitución, principio de igualdad», en AA.VV., La
igualdad ante la Ley y la no discriminación en las relacio-
nes laborales. XV Congreso Nacional de Derecho del Tra-
bajo y Seguridad Social, MTAS, 2005, p. 1314.

7 Por citar únicamente un ejemplo, PÉREZ LUÑO,
A.E., «Los derechos fundamentales en el Estado Consti-
tucional», en AA.VV., La Constitución Española de 1978,
20 años de democracia, Congreso de los Diputados,
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid,
1998, p. 332 viene a afirmar que «Los veinte años de tra-
yectoria constitucional han contribuido decisivamente a
fomentar en los ciudadanos españoles la conciencia de

sus derechos y libertades�». En el ámbito laboral,
VALDÉS DAL-RE, F., «Los derechos fundamentales de la
persona del trabajador entre la resistencia a su reconoci-
miento y la reivindicación de su ejercicio», RL nº 20,
2003, p. 7, viene a poner de manifiesto cómo esta con-
ciencia del trabajador sobre su titularidad de estos dere-
chos aflora y está dispuesto a actuarlos.

8 Puede verse el comentario al precepto a cargo de
RUIZ-GIMÉNEZ CORTÉS, J., con la colaboración de RUIZ-
GIMÉNEZ ARRIETA, I., «Artículo 10: Derechos fundamenta-
les de la persona», en ALZAGA VILLAAMIL, O. (Dir.),
Comentarios a la Constitución Española de 1978, Cortes
Generales, Edersa, Tomo II, 1996, pp. 37 ss; ALEGRE

MARTÍNEZ, M.A. y MAGO BENDAHAN, O., «Reconocimien-
to constitucional de la dignidad, individualidad y dere-
chos de la personalidad», Revista de Derecho Político nº
66, 2006, pp. 183 ss.

9 Al decir de la doctrina, la dignidad de la persona y
su consecuencia más inmediata, el libre desarrollo de la
personalidad, pueden considerarse los ejes sobre los
que giraría la teoría general de los derechos y libertades
fundamentales en nuestro texto constitucional, ASENSIO

SÁNCHEZ, M., «El libre desarrollo de la personalidad: en
torno a un nuevo planteamiento de los derechos funda-
mentales», en AA.VV., Persona y Estado en el umbral del
siglo XXI, Editado por la Facultad de Derecho de Málaga
con motivo de su XX aniversario, Málaga, 2001, p. 83.
Sobre esta cuestión, vid. ALEGRE MARTÍNEZ, M.A., La dig-
nidad de la persona como fundamento del ordenamien-
to constitucional español, Universidad de León, 1996.

10 SÁNCHEZ GONZÁLEZ, S., «Comentario introductorio
al Título I», en ALZAGA VILLAAMIL, O. (Dir.), Comenta-
rios�, op. cit., p. 25. De piedra angular de todo el siste-
ma jurídico que la Constitución instituye habla RUIZ-
GIMÉNEZ CORTÉS, J., con la colaboración de RUIZ-GIMÉNEZ

ARRIETA, I., «Artículo 10�», op. cit., p. 40.
11 Por poner sólo un ejemplo, el Preámbulo de la

Declaración Universal de los Derechos del Hombre
(aprobada el 10 diciembre 1948) establece que «Consi-
derando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo
tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrín-
seca y de los derechos iguales e inalienables de la fami-
lia humana».



titucionales modernos, también el nuestro,
no es, en puridad, un atributo concedido por
las normas sino el principio y el fundamento
de todo el orden jurídico12.

Sentado lo anterior, seguramente ninguna
de tales afirmaciones resulta en exceso dudosa,
pero los problemas más enjundiosos comien-
zan cuando tratamos de dar contenido específi-
co a este «valor»13 dignidad, intentamos hallar
en la dogmática jurídica un concepto14 o crite-

rios unánimes sobre su naturaleza jurídica o
extraer conclusiones sobre su alcance o sus
efectos jurídicos15. Aspectos todos ellos de
enorme complejidad, que aún no han encon-
trado respuestas sin fracturas entre los cons-
titucionalistas o los filósofos del Derecho16.
Bajando un poco a la praxis, resulta patente
que no es tan fácil averiguar qué es lo digno,
aunque todos podamos tener una idea más o
menos intuitiva del contenido de su núcleo
esencial17, y ello más aún, si tenemos en
cuenta que su contenido no parece presentar-
se como algo inmutable sino más bien diná-
mico18 y de manera patente ligado al momen-
to histórico19 y a las circunstancias concretas
de la situación enjuiciada. Seguramente
resulta más fácil alcanzar un acuerdo acerca
de determinados tratos indignos e intolera-
bles20. Evidentemente, tampoco en este texto
se va a avanzar en este sentido, en tanto
nuestro objetivo es bastante más modesto.
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12 PACHECO ZERGA, L., La dignidad humana en el
Derecho del Trabajo, Thomson-Civitas-Aranzadi, Cizur
Menor, 2007, p. 157. Estamos ante valores anteriores a
la Constitución misma, vid. RUIZ-GIMÉNEZ CORTÉS, J., con
la colaboración de RUIZ-GIMÉNEZ ARRIETA, I., «Artículo
10�», op. cit., p. 66 y doctrina allí citada.

13 Aunque su calificación jurídica como valor no es
unánime, el TC así lo entendió tempranamente al refe-
rirse a ella como valor jurídico fundamental [STC
53/1985, 11 abril (BOE 18 mayo), FJ 8º]. No obstante,
en ocasiones habla del «principio» de dignidad de la
persona a que se refiere el art. 10 de la Constitución, con
independencia de que tal idea constituya además o no
un derecho subjetivo, vid. ATC 241/1985, 17 abril.
Sobre el debate doctrinal entre valores y principios,
alcanzando la conclusión de que la trilogía libertad-dig-
nidad-igualdad viene a erigirse en valores jurídicos fun-
damentales, vid. GARCÍA GARCÍA, C., El derecho a la inti-
midad y dignidad en la doctrina del Tribunal Constitucio-
nal, Universidad de Murcia, 2003, p. 55. Su considera-
ción en la construcción europea como principio infor-
mador de su Derecho y como norma jurídica, constitu-
yendo, nominatim, el primero de los valores sobre los
que se fundamenta, TAPIA HERMIDA, A., «La protección
de los derechos fundamentales en el Derecho comuni-
tario. Sus funciones. La «dignidad humana» como prin-
cipio general del Derecho y norma jurídica», Revista de
Trabajo y Seguridad Social, CEF, nº 265, 2005, p. 117.

14 La doctrina atestigua cómo el concepto de digni-
dad humana sigue sin ser adecuadamente formulado,
entre otros, DE MIGUEL BERIAIN, I., «La dignidad huma-
na�», op. cit., p. 326. Sobre la distinción entre dignidad
ontológica y fenomenológica o ética, en la que no
hemos de entrar, vid. pp. 333 ss del mismo trabajo.
Sobre las dificultades para saber a ciencia cierta en qué
consiste el derecho a la dignidad humana, que derechos
comprende y cuál es su completo significado y conteni-
do, entre otros, GARCÍA NINET, J.I. y DE VICENTE PACHES, F.,
«El derecho valor a la dignidad humana y el derecho a la
protección de datos personales en la Constitución Euro-
pea», RMTAS nº 57, 2005, p. 144.

15 Resulta para nosotros esencial partir de la idea de
que estamos ante «un auténtico precepto jurídico engar-
zado con otros y que vincula al operador en la vida
social, sobre todo al juez, quien debe enjuiciar y, en su
caso, sancionar conductas públicas o privadas, a la luz
de aquella definición constitucional», RUIZ-GIMÉNEZ

CORTÉS, J., con la colaboración de RUIZ-GIMÉNEZ ARRIETA,
I., «Artículo 10�», op. cit., p. 57.

16 Esta constatación, entre otros, en PACHECO ZERGA,
L., La dignidad humana�, op. cit., p. 23. Sobre la ine-
xistencia de consenso acerca de su contenido, entre
otros, GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I., Dignidad de la persona y
Derechos Fundamentales, Marcial Pons, Madrid, 2005,
p. 89.

17 DE MIGUEL BERIAIN, I., «La dignidad humana�»,
op. cit., p. 332.

18 Sobre este carácter dinámico, abierto a un cons-
tante enriquecimiento, entre otros, RUIZ-GIMÉNEZ

CORTÉS, J., con la colaboración de RUIZ-GIMÉNEZ ARRIETA,
I., «Artículo 10�», op. cit., p. 59. También alude a que
su contenido puede cambiar de un momento a otro, DE

MIGUEL BERIAIN, I., «La dignidad humana�», op. cit., p.
355.

19 En esta línea, PACHECO ZERGA, L., La dignidad
humana�, op. cit., p. 76.

20 Compartimos el planteamiento de GARCÍA GARCÍA,
C., El derecho a la intimidad y dignidad�, op. cit., p. 31,
cuando sostiene que la dignidad se constata y evidencia
ante los supuestos de indignidad.



La primera y necesaria precisión reside en
que, dada la amplitud del tema esbozado y la
multiplicidad de facetas o de enfoques desde
los que pudiera ser abordado, nuestro estudio
va a realizarse desde y para el Derecho del
Trabajo. Es más, va a ceñirse de forma exclu-
siva al análisis de la dignidad humana y su
proyección sobre el contrato de trabajo desde
los criterios aportados en sus más de 25 años
de andadura por el Intérprete Supremo de la
Constitución. Tribunal que, como es sobrada-
mente conocido, ha desplegado un enorme
activismo en defensa de los derechos funda-
mentales en este ámbito21. Sentado lo ante-
rior, se hacen necesarias unas aclaraciones
adicionales sobre el alcance del tema objeto
de estudio.

En primer lugar, a efectos de centrar el
tema escogido vamos a hacer unas sucintas
consideraciones sobre el concepto de dignidad
que viene manejando, con carácter general, el
Alto Tribunal. Ejercicio de síntesis que ha de
servirnos de pórtico de entrada a la cuestión
que nos interesa que es, en concreto, la digni-
dad en el marco del contrato de trabajo. 

En segundo lugar, dadas las evidentes
limitaciones temporales y espaciales, vamos
a limitarnos a la dignidad del trabajador, lo
que evidentemente no supone desconocer que
también el empresario es merecedor de respe-
to y que en algunos supuestos ha sido objeto
especial de atención por el TC. En particular,
no cabe ignorar que el honor, derecho inextri-
cablemente unido a la dignidad, se ha alega-
do en múltiples ocasiones frente a la libertad
de expresión y el derecho a transmitir infor-
mación supuestamente ejercidos por parte

del trabajador, aunque definitivamente la
balanza se ha inclinado de modo patente
hacia la defensa casi a ultranza de estos dere-
chos22 y a cierta «degradación» de aquél.

En tercer lugar, y de manera específica,
vamos solamente a ocuparnos de temas pun-
tuales, los que son a nuestro juicio más rele-
vantes y ello al hilo de concretos supuestos
resueltos por el TC, donde, de una u otra
manera, la argumentación ha girado en tor-
no a la dignidad humana consagrada en el
Texto Constitucional. Ello supone que, evi-
dentemente, muchas cuestiones van a que-
dar en el tintero y, en particular, aspectos
tan interesantes como las distintas vejacio-
nes a la dignidad humana en supuestos de
movilidad funcional, modificaciones sustan-
ciales de condiciones de trabajo y sus conse-
cuencias jurídicas, en tanto son límites
expresamente recogidos por el legislador
ordinario pero que tienen evidentemente su
anclaje en el texto constitucional23, sobre los
que el Alto Tribunal no ha tenido ocasión de
pronunciarse.

Para concluir, aunque siguiendo las con-
clusiones alcanzadas por algún autor cabe
constatar la notable expansión del número de
sentencias del TC sobre dignidad humana24,
si nos ceñimos a las dictadas en el ámbito
laboral ni su importancia cuantitativa es
excesivamente relevante ni cualitativamente
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21 La doctrina no ha dudado a la hora de considerar
a la jurisprudencia del TC como factor decisivo de la
penetración constitucional del contrato, vid. PRADOS DE

REYES, F. (Coord.), «Contrato y relación de trabajo», en
RODRÍGUEZ-SAÑUDO, F. y ELORZA GUERRERO, F. (Coords.),
Veinte años de jurisprudencia laboral y social del Tribunal
Constitucional. XIX Jornadas Universitarias Andaluzas de
Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales, Tecnos,
Madrid, 2001, p. 180.

22 Sobre la posición prevalente de la libertad de
información sobre los derechos de la personalidad con-
tenidos en el art. 18 de la Constitución, debido el doble
carácter de aquél de derecho individual y garantía insti-
tucional de una opinión pública libre, por todas, vid.
STC 40/1992, 30 marzo (BOE 6 mayo).

23 Sobre estas y otras interesantísimas cuestiones
relativas a la dignidad nos permitimos remitirnos al
exhaustivo estudio monográfico de la profesora PACHECO

ZERGA, L., La dignidad humana�, op. cit., en particular
esta temática en pp. 75 ss. 

24 GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I., Dignidad de la persona�,
op. cit., p. 22 constata cómo hasta 2004 hay más de 200
sentencias del Alto Tribunal sobre esta materia. Aspecto
del que también se hace eco PACHECO ZERGA, L., La dig-
nidad humana�, p. 125.



aportan criterios esenciales en la definición
de la dignidad.

Preciso resulta ya anticiparlo, la tónica
general en la doctrina del Intérprete Supre-
mo de la Constitución es la casi total inexis-
tencia de supuestos donde la dignidad sea
objeto de una utilización independiente, más
bien al contrario, en los conflictos plantea-
dos, la dignidad aparece acompañando o en
estricta conexión a otros derechos funda-
mentales, en especial los contenidos en el
art. 18 del Texto Constitucional, con alguna
honrosa excepción cuya trascendencia ad
futurum quizás no ha sido suficientemente
valorada por la doctrina laboral. Por tanto,
el alcance que se le viene dando es el que
dimana de la interpretación de derechos con-
tenidos en otros preceptos concretos de la
Carta Magna.

Al hilo de lo anterior, baste ahora con dejar
apuntado que los avances, más bien escasos,
del Alto Tribunal en esta concreta parcela,
quizás sobradamente justificados por la pro-
pia configuración constitucional de la digni-
dad, con acierto criticada por la doctrina25,
vienen a contrastar con la trascendencia y la
centralidad que este principio ha tenido siem-
pre en el ordenamiento laboral. Esto es, no
cabe ignorar que, ya desde sus orígenes, pero
es una característica también resaltada en la
actualidad, ha venido a considerarse que «la
misión esencial del Derecho del Trabajo es la
de asegurar el respeto de la dignidad del tra-
bajador»26 y en textos jurídico-laborales ante-
riores a la Constitución de 1978 ya se venía a
fundamentar el orden social en la dignidad

humana del trabajador27. Ello nos indica que
queda aún mucho camino por recorrer y viene
a dar una enorme fuerza a las certeras pala-
bras de algún autor que estima que es fácil
constatar cómo en la práctica «el respeto a la
dignidad del trabajador sigue siendo más un
principio normativo (�deber ser�) que una
realidad, un dato fáctico (�ser�)»28.

2. ALGUNOS APUNTES SOBRE
LA APROXIMACIÓN AL CONCEPTO
DE DIGNIDAD HUMANA POR PARTE
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Sin ánimo de exhaustividad, de algunos de
los pronunciamientos emanados del Alto Tri-
bunal y, en concreto, de la ya lejana en el
tiempo Sentencia 53/85 o de la 120/1990, pue-
den extraerse determinadas ideas básicas
que el TC ha ido aportando para conceptuar
la dignidad humana. Sin entrar a valorar las
distintas críticas vertidas por la doctrina, en
particular las relativas a la insuficiencia de
estas aportaciones29, algunas ideas claves
podrían sintetizarse del modo siguiente:

1) Para el TC (Sentencia 53/85, 11 abril)
la dignidad es considerada como el prius lógi-
co y ontológico para la existencia y especifica-
ción de los demás derechos. De forma ya más
concreta, considera que guarda estrecha
conexión con la autodeterminación conscien-
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25 «La dignidad de la persona menguada en España
en cuanto no incorpora un Derecho Fundamental, que-
da por ello mismo irremisiblemente quebrada», GUTIÉ-

RREZ GUTIÉRREZ I., Dignidad de la persona�, op. cit., pp.
24 y 214.

26 SAGARDOY BENGOECHEA, Los derechos fundamenta-
les y el contrato de trabajo, Cuadernos Civitas, Thom-
son-Civitas, Madrid, 2005, p. 27, in extenso sobre el
lugar preeminente como valor supremo que ocupa la
dignidad en el Derecho del Trabajo, pp. 50 ss.

27 Vid. a estos efectos, PACHECO ZERGA, L., La digni-
dad humana�, op. cit., p. 30. También DEL PESO Y CAL-

VO, C., «Libertad y dignidad del trabajo y del trabaja-
dor», Revista de la Facultad de Derecho de la Universi-
dad de Madrid, Vol. XI., nº 30, 1967, en especial pp.
487 ss.

28 MOLINA NAVARRETE, C., «�Protección� y �eficacia�
de los derechos sociolaborales: balance y perspectivas
del sistema constitucional de garantías», en AA.VV. (SEM-

PERE NAVARRO, A.V. y MARTÍN JIMÉNEZ, R., Coords.), El
modelo social en la Constitución Española de 1978,
MTAS, Madrid, 2003, p. 1205.

29 Vid. las interesantes reflexiones en este sentido de
PACHECO ZERGA, L., La dignidad humana�, op. cit., p.
130.



te y responsable de la propia vida y que lleva
consigo la pretensión de respeto por parte de
los demás30. Sin duda, esta característica,
esencial a la hora de aprehender la dignidad
de la persona, es lo que de forma más patente
nos separa de otros seres vivos.

2) De la dignidad se extrae, de forma pací-
fica, la prohibición de tratos vejatorios y
degradantes o el derecho a no a sufrir humi-
llaciones como deriva con claridad, entre
otras, de la STC 57/1994, 28 febrero31.

3) Resulta de particular interés la afirma-
ción vertida por el Alto Tribunal acerca de
que la dignidad se erige en un minimum
invulnerable (STC 120/1990, 27 junio32). Esto
es, al decir del Alto Tribunal, la dignidad ha
de permanecer inalterada cualquiera que sea
la situación en que la persona se encuentre.
De forma que, sean unas u otras las limita-
ciones que se impongan en el disfrute de los
derechos individuales, no conlleven menos-
precio para la estima que, en cuanto ser
humano, merece la persona. Ahora bien, pese
al acierto de esta aseveración, es de resaltar
que el TC se queda estancado en tales pala-
bras y no intenta, siquiera, extraer conse-
cuencias adicionales de las mismas ni hacer
un esfuerzo definidor ni fijar cuáles son tales
mínimos invulnerables33. Esto es, si bien la
dignidad es el suelo mínimo infranqueable
del que dispone la persona, el TC no ha trata-
do de dotarla de un contenido específico, de
aquello, en concreto, que hace digno al hom-
bre. Sin duda, tampoco cabe ignorar que no es
fácil definir de un modo general la dignidad y
que seguramente nos hemos de contentar con
ir concretando caso a caso aquellos comporta-
mientos que se entienden lesivos de la mis-
ma. No obstante lo anterior, esto no supone
que la dignidad sea algo abstracto, inaprensi-

ble, más bien, como se ha señalado, está uni-
da a la persona de forma inseparable, for-
mando parte de ella misma, convirtiéndose
en rectora de sus acciones y moldeando la
convivencia y las relaciones sociales34.

4) Como ya hemos apuntado, como línea
de principio, parece poder alcanzarse la con-
clusión de que la dignidad humana no recibe
en la doctrina del TC una eficacia práctica
diversa e independiente a la de los distintos
derechos fundamentales que, en el momento
concreto, son objeto de especial enjuiciamien-
to35. Así lo reconoció expresamente, entre
otras, en la Sentencia 120/1990, ya citada, en
la que considera que «sólo en la medida en
que tales derechos sean tutelables en ampa-
ro, y únicamente con el fin de comprobar si se
han respetado las exigencias que, no en abs-
tracto, sino en el concreto ámbito de cada uno
de aquéllos, deriven de la dignidad de la per-
sona, habrá de ser ésta tomada en considera-
ción por este Tribunal como referente».

Lógicamente, un posicionamiento de este
tipo tiene bastante que ver con su inamovible
criterio acerca de la inviabilidad de la digni-
dad humana para configurar una pretensión
de amparo autónoma36 que, no obstante, ha
recibido alguna que otra crítica doctrinal37.
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30 FJ 8º.
31 BOE 24 marzo.
32 BOE 30 julio. FJ 4º.
33 En este sentido se pronuncia PACHECO ZERGA, L.,

La dignidad humana�., op. cit., p. 130.

34 Vid. GARCÍA GARCÍA, C., El derecho a la intimidad y
dignidad�, op. cit., p. 59. No obstante, para GUTIÉRREZ

GUTIÉRREZ, I., Dignidad de la persona�, op. cit., p. 93,
estamos ante un concepto jurídico indeterminado, de
difícil, por no decir imposible determinación.

35 En esta línea PACHECO ZERGA, L., La dignidad
humana�, op. cit., p. 131.

36 Entre otros pronunciamientos, vid. AATC
241/1985, 17 abril y 17/1995, 24 enero. No obstante,
como es sabido, sí puede ser objeto de recurso de
inconstitucionalidad, que no es excluyente, de precep-
to, derecho o principio alguno, por todos vid. esta cues-
tión en GARCÍA GARCÍA, C., El derecho a la intimidad y dig-
nidad�, op. cit., p. 63.

37 Y ello en base al entendimiento de que esta posi-
ción es extremadamente rigorista con un valor, la digni-
dad, que es superior a los derechos fundamentales y que
contribuye no sólo a su configuración sino, más allá, a su
propia existencia, LORENZO DE MEMBIELA, J.B., «Elementos
conceptuales del acoso moral: la teoría médica y la



Ahora bien, aunque con meridiana claridad
del art. 53.2 CE dimana que sólo son suscep-
tibles de este tipo de recurso los derechos fun-
damentales comprendidos entre los arts. 14 a
30 no cabe ignorar que lo previsto en el art. 10
CE resulta vinculante para todos los poderes
públicos, especialmente el judicial y que los
principios y valores en él consagrados han de
ser tenidos en cuenta y aplicados a los
supuestos fácticos planteados cuando se
conozca de los recursos de amparo38. A mayor
abundamiento, cabe coincidir con quien seña-
la que «esto no puede provocar una posición
de desmerecimiento conceptual, ni su desvir-
tuación como valor superior en vista del lite-
ral del art. 10.1 CE que la sitúa en primera
instancia, por delante de los derechos inviola-
bles que son inherentes»39. No obstante, este
aspecto tampoco es del todo pacífico, puesto
que hay quien sostiene que la dignidad en sí
misma no es inviolable, lo son los derechos
que son inherentes a la persona o a su digni-
dad40.

El Alto Tribunal, en la importantísima
Sentencia 53/1985, pareció querer trazar una
distinción entre los derechos inherentes a la
dignidad (a los que hace referencia de modo
expreso el precepto constitucional) y otros
derechos a los que se halla íntimamente vin-
culada. Ahora bien, no pasó de una somera
enumeración de estos últimos que segura-
mente ha de considerarse únicamente ejem-
plificativa. Así, se estima que la dignidad de
la persona se halla íntimamente vinculada
con el libre desarrollo de la personalidad (art.
10) y los derechos a la integridad física y
moral (art. 15), a la libertad de ideas y de cre-
encias (art. 16), al honor, a la intimidad per-

sonal y familiar y a la propia imagen (art.
18.1). En relación a estos derechos se han dic-
tado los principales pronunciamientos que
hacen referencia a la dignidad también en el
ámbito laboral.

En la misma línea, en la Sentencia
120/1990 se insiste en que el tenor literal del
precepto constitucional «no significa ni que
todo derecho le sea inherente �por ello invio-
lable� ni que los que se califican de funda-
mentales sean in toto condiciones imprescin-
dibles para su efectiva incolumidad, de modo
que de cualquier restricción que a su ejercicio
se imponga devenga un estado de indigni-
dad».

Un sector de la doctrina apuesta por supe-
rar una concepción quizás en exceso restricti-
va tendente a reservar esa calificación a los
derechos de la sección primera del Capítulo
segundo del Título I, para afirmar que esa
búsqueda va más allá de cada ordenamiento
jurídico positivo y se sitúa precisamente en la
dignidad de la persona: son inviolables los
inherentes a la persona en razón de su digni-
dad, que serán aquellos cuya vulneración
atente contra la personalidad o su desarro-
llo41.

3. LOS DERECHOS AL HONOR,
INTIMIDAD Y PROPIA IMAGEN COMO
DERIVACIÓN DE LA DIGNIDAD
DE LA PERSONA

Son abundantes los pronunciamientos del
Alto Tribunal que se han encargado de seña-
lar que nos hallamos ante derechos estricta-
mente vinculados a la personalidad y que son
derivación, sin lugar a dudas, de la dignidad
de la persona42, pero nosotros hemos de refe-
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teoría jurídica», Revista de Información Laboral (Legisla-
ción y Convenios Colectivos) nº 13/2005, p. Ln.8.

38 RUIZ-GIMÉNEZ CORTÉS, J., con la colaboración de
RUIZ-GIMÉNEZ ARRIETA, I., «Artículo 10�», op. cit., p. 60.

39 GARCÍA GARCÍA, C., El derecho a la intimidad y dig-
nidad�, op. cit., p. 67.

40 GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I., Dignidad de la persona�,
op. cit., p. 116.

41 ALEGRE MARTÍNEZ, M.A., La dignidad de la persona
como fundamento�, op. cit., pp. 44-51.

42 Por todos, SSTC 231/1988, 2 diciembre (BOE 32
diciembre) (FJ 3º); 214/1991, 11 noviembre (BOE 17
diciembre) (FJ 1º); 83/2002, 22 abril (BOE 22 mayo) (FJ
4º).



rirnos de forma exclusiva a algunos de los que
se han producido al hilo de conflictos acaeci-
dos en el seno del contrato de trabajo.

3.1. El derecho al honor

El honor y la dignidad son nociones que
han aparecido tradicionalmente unidas de
forma íntima, ahora bien, la doctrina suele
apreciar diferencias entre ambos, así, se ha
considerado que el honor puede definirse
como la visión que otras personas tienen de
nuestra dignidad43. El TC ha venido a carac-
terizarlo como «un derecho fundamental�
que derivado de la dignidad de la persona,
confiere a su titular el derecho a no ser escar-
necido o humillado ante uno mismo o ante los
demás» (STC 85/1992, 8 junio44).

Como ya hemos señalado, el honor ha sido
relegado a un lugar en cierto modo secunda-
rio cuando enfrentado a las libertades de
expresión y especialmente de información,
que en el ámbito laboral son en su mayor par-
te ejercidas por el trabajador frente al emple-
ador. No obstante, en algún supuesto concre-
to se esgrime por el trabajador la vulneración
de su derecho al honor frente a las manifesta-
ciones vertidas por la empresa y aquí de nue-
vo se confirma que el Alto Tribunal sitúa en
posición ventajosa estas libertades frente a la
honorabilidad del sujeto cuando de llevar a
cabo la ponderación de ambos derechos se
trata. En este sentido, podemos destacar la
Sentencia 282/2000, 27 noviembre45. En este
caso, aunque el pronunciamiento que es obje-
to de recurso de amparo es del orden civil, no
cabe desconocer que el origen del conflicto es
el despido de la trabajadora. Una vez produ-
cido éste, la empresa emite una comunicación
interna informando de las circunstancias del
despido, queriendo que sirva de ejemplo para

el resto de los trabajadores. Y es esta comuni-
cación la que lleva a la trabajadora a recurrir
a los Tribunales civiles en defensa de su
honor. El TC decide denegar el amparo a la
trabajadora al entender que «la protección
del art. 18.1 CE sólo alcanzaría a aquellas crí-
ticas que, pese a estar formalmente dirigidas
a la actividad profesional de un individuo,
constituyen una descalificación personal, al
repercutir directamente en su consideración
y dignidad individuales, poseyendo un espe-
cial relieve aquellas infamias que pongan en
duda o menosprecien su probidad o su ética
en el desempeño de aquella actividad; lo que,
obviamente, dependerá de las circunstancias
del caso, de quién, cómo, cuándo y de qué for-
ma se ha cuestionado la valía profesional del
ofendido»46. De esta forma, para el Alto Tri-
bunal aunque el prestigio profesional tiene
cabida en el concepto constitucional de honor,
las descalificaciones tendrían que significar
una afrenta a su honor personal, algo que no
concurre en toda crítica sobre su actividad
laboral o profesional. Evidentemente, como el
propio TC pone de manifiesto, estamos ante
una temática que casa mal con las reglas y
criterios generales por ser eminentemente
casuística pero, en la práctica, no es en abso-
luto fácil trazar la fronteras entre ambas ni
cuándo se afecta de modo patente el honor
personal a través de descalificaciones profe-
sionales, a salvo, claro está, dice el Tribunal,
de las que sean formalmente insultantes o
injuriosas. Circunstancias que para el Tribu-
nal no concurren en el caso enjuiciado pues
ninguna de las afirmaciones contenidas en la
circular cuestionada constituye intromisión
en su honor personal47. No obstante, cabe
poner en duda esta tajante conclusión,
teniendo en cuenta, por un lado, el tenor de
algunas de las informaciones vertidas, aun-
que ciertamente no insultantes ni vejatorias
sí contrarias al buen nombre y prestigio (el
engaño urdido por la trabajadora, el abuso de
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43 DE MIGUEL BERIAIN, I., «La dignidad humana�»,
op. cit., p. 342.

44 BOE 1 julio.
45 BOE 4 enero 2001.

46 FJ 3º.
47 FJ 5º.



su posición sobre un subordinado y cosas por
el estilo�) y, de otro, que el Tribunal prescin-
de de juicio alguno acerca de la legitimidad
del ejercicio del derecho por parte de la
empresa, no entrando a valorar la veracidad
de las mismas, algo que parecería necesario
si tenemos en cuenta que dado el predomino
de los hechos en lo expresado en la comunica-
ción nos estaríamos situando en las fronteras
de este derecho y no de la libre expresión. Y
ello porque, al decir del Tribunal, el razona-
miento es el contrario, de forma que «sola-
mente en el caso de que se apreciase la alega-
da lesión del derecho al honor resultaría
necesario examinar si la difusión del comuni-
cado constituyó un ejercicio legítimo por par-
te de la empresa de su potestad de dirección y
de sus derechos constitucionales, garantiza-
dos en el art. 20.1 CE, a la libertad de expre-
sión y información»48.

3.2. La intimidad personal: derivación
de la dignidad de la persona

Qué duda cabe que la protección de la inti-
midad en el contrato de trabajo es uno de los
temas sobre los que más ríos de tinta se han
vertido en los últimos tiempos, en especial,
por la generalización de instrumentos y equi-
pos técnicos que permiten formas muy diver-
sas de vigilancia y control y que, con ello mis-
mo, amenazan de forma casi continua este
bien preciado por el trabajador. Nos limitare-
mos, por tanto, lejos de pretender un análisis
en profundidad de esta cuestión, a señalar
algunos aspectos en relación, en concreto, con
la dignidad.

En primer lugar, es preciso indicar que el
Alto Tribunal cuando enfrenta esta temática
trae a colación la dignidad de dos formas dis-
tintas. Por un lado, como hemos señalado, es
una constante el señalar que la intimidad

personal se configura como un derecho funda-
mental estrictamente vinculado a la propia
personalidad y que es derivación, sin ningún
género de dudas, de la dignidad de la persona
que el art. 10.1 CE reconoce, implicando «la
existencia de un ámbito propio y reservado
frente a la acción y el conocimiento de los
demás, necesario, según las pautas de nues-
tra cultura, para mantener una calidad míni-
ma de la vida humana». Por otro, suele esgri-
mirse el papel de la dignidad como límite a
las facultades de control del empresario,
aspecto en el que hace hincapié el propio tex-
to del Estatuto de los Trabajadores en sus
arts. 4.2 c) y 20.3, que señala que esta facul-
tad ha de producirse, como es lógico, dentro
del debido respeto a la dignidad del trabaja-
dor. Así, puede verse esta aproximación en
sentencias tan conocidas como la 186/2000,
10 julio49, en la que el TC valoró, mecanismo
en el que parece haberse instalado definitiva-
mente en los últimos tiempos, la constitucio-
nalidad de la medida (instalación por la
empresa de un circuito cerrado de televisión
para controlar determinados puestos de tra-
bajo) desde el conocido juicio de proporciona-
lidad, que exige el cumplimiento de tres
requisitos o condiciones: los llamados juicios
de idoneidad, necesidad y proporcionalidad
en sentido estricto (FJ 6º). Superados tales
juicios, vino a declarar la justificación y pro-
porcionalidad de la facultad ejercida por el
empresario50 y la consiguiente inexistencia
de la vulneración demandada por el trabaja-
dor. Ahora bien, no encontramos aportación
adicional alguna en relación a un posible con-
tenido o a una eficacia práctica de la digni-
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48 FJ 2º en el que recoge la tesis sostenida en la Sen-
tencia 180/1999, 11 octubre (BOE 18 noviembre).

49 BOE 11 agosto.
50 Téngase en cuenta, no obstante, que, como línea

de principio, la doctrina viene a entender ilícitos los con-
troles ocultos, como consecuencia del necesario respeto
a la dignidad del trabajador, vid. las reflexiones y los
correspondientes comentarios a algunas sentencias
emanadas de los TSJ de FERNÁNDEZ VILLAZÓN, L.A., «A
vueltas con el control empresarial sobre la actividad
laboral: �test de honestidad�, telemarketing, registro de
terminales y uso �o abuso� de internet», TS nº 168,
2004, p. 36.



dad, limitándose en exclusiva a su mención
analizando sólo el art. 18 de la Constitución y
sus posibles límites.

Aquel mismo juicio le había servido, sólo
tres meses antes (STC 98/2000, 10 abril51),
para considerar que vulnera la intimidad del
trabajador la instalación de aparatos de cap-
tación y grabación del sonido en el centro de
trabajo que no es indispensable para la segu-
ridad y buen funcionamiento de la empresa
(Casino de La Toja) y que se presenta clara-
mente desproporcionada. 

Dejaremos simplemente apuntado, en la
medida en que el TC no ha tenido ocasión de
pronunciarse sobre esta concreta cuestión,
pese a la reclamada inconstitucionalidad del
precepto legal por un importante sector de la
doctrina52, que un tema esencialmente rele-
vante, aunque su litigiosidad ha sido escasa,
es el de los registros de la persona del traba-
jador y sus pertenencias, en tanto el propio
art. 18 ET erige como límite infranqueable el
respeto máximo a la dignidad e intimidad de
éste53. No obstante, ha de tenerse bien pre-

sente que, aunque el precepto (intitulado
inviolabilidad de la persona del trabajador)
pudiera parecer en una primera lectura un
desarrollo de los derechos constitucionales
enunciados para proteger al trabajador, se
destina a reconocer un derecho empresarial
dentro de los de vigilancia y control, en aras a
la salvaguarda de su patrimonio y el de los
demás trabajadores54. No obstante, habrá
que tener presente que debe existir el necesa-
rio equilibrio entre los derechos a tutelar y la
intromisión que se pretende operar sobre la
dignidad e intimidad del trabajador55.

3.3. La libertad informática

Muy conectado con el derecho anterior,
encontramos un derecho al que, sin embargo,
tiende a dotarse de un contenido autónomo56,
la conocida como libertad informática, en
buena medida derivación de la dignidad
humana, cuya construcción y reconocimiento
suele atribuirse a la labor del Alto Tribunal.
Aunque fue en la Sentencia 254/1993, 20
julio57, relativa a la utilización de datos por
parte de la Administración frente a los ciuda-
danos, donde el TC vino a poner los cimientos
para una construcción doctrinal en relación
con esta libertad, se irá culminando en pro-
nunciamientos posteriores, entre ellos la
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51 BOE 18 mayo.
52 Sobre el estado del debate sobre esta cuestión,

puede verse, GARCÍA NINET, J.I., «De los registros del tra-
bajador y del respeto máximo a la dignidad e intimidad
de éste» (I), TS nº 170, 2005, pp. 13 ss. No comparte el
reproche de inconstitucionalidad MOLERO MANGLANO,
C., «Inviolabilidad de la persona del trabajador (en torno
al artículo 18)», en REDT nº 100, Tomo I, p. 550.

53 In extenso, sobre la interpretación del respeto al
máximo de la dignidad e intimidad, por todos, DE VICEN-

TE PACHES, F., El Derecho del Trabajador al Respeto de su
Intimidad, CES, Madrid, 1998, pp. 254 ss. Para MOLERO

MANGLANO, C., «Inviolabilidad de la persona�», op. cit.,
p. 548, la realización con máximo respeto a la dignidad
e intimidad comporta, por de pronto, la inexistencia de
agresiones verbales insultantes, irónicas o despectivas
durante la realización del registro, pero también con
toda probabilidad el que sólo se recurra al cacheo, a la
investigación de cavidades corporales o a la exigencia
del desnudo en aquellos supuestos en que, por aplica-
ción de los principios de causalidad y proporcionalidad,
tales prácticas resulten claramente, si no necesarias,
aconsejables más allá de cualquier duda. En la misma
línea, vid. las reflexiones de ARIAS DOMÍNGUEZ, A., y

RUBIO SÁNCHEZ, F., El Derecho de los Trabajadores a la
Intimidad, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2006,
p. 78.

54 MONTOYA MELGAR, A., GALIANA MORENO, J.M., SEM-

PERE NAVARRO, A.V. y RÍOS SALMERÓN, B., Comentarios al
Estatuto de los Trabajadores, 6ª edición, Thomson-Aran-
zadi, Cizur Menor, 2005, p. 137.

55 GARCÍA NINET, J.I., «De los registros del trabaja-
dor�» (I), op. cit., p. 20.

56 La génesis de este derecho fundamental no escri-
to hasta alcanzar esta configuración como derecho fun-
damental pleno y autónomo, en VILLAVERDE MENÉNDEZ, I.,
«La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el
Derecho Fundamental a la protección de datos persona-
les», en AA.VV. (FARRIOLS i SOLA, Dir. y Coord.), La pro-
tección de datos de carácter personal en los centros de
trabajo, Cinca, Madrid, 2006, en especial, pp. 52 ss.

57 BOE 18 agosto. 



Sentencia 11/1998, 13 enero58, a la que
siguieron toda una serie de pronunciamien-
tos dictados sobre idéntico conflicto en la
empresa RENFE, relativo al uso inadecuado
de los datos sobre la afiliación sindical de los
trabajadores59.

Se considera existente una nueva garantía
constitucional para responder a una nueva
forma de amenaza concreta a la dignidad y a
los derechos de la persona. Ahora bien, para
apuntalar este edificio, se acude de forma
expresa al art. 18.4 CE afirmando que en el
mismo aparece contenido un derecho funda-
mental60. Para así llegar a afirmar que de
este precepto constitucional y no en concreto
del art. 10.1, se deriva el derecho a la libertad
informática que, constituye «en sí mismo, un
derecho o libertad fundamental, el derecho a
la libertad frente a las potenciales agresiones
a la dignidad y a la libertad de la persona pro-
venientes de un uso ilegítimo del tratamiento
mecanizado de datos». Por tanto, los bienes
en última instancia protegidos son la digni-
dad y la libertad del sujeto, pero se considera
que el propio constituyente los ha tenido pre-
sentes a la hora de instaurar este derecho de
forma expresa en el art. 1861, encomendando
al legislador su específica garantía frente a

los riesgos propios del uso de la informática.
Esta libertad de la que hablamos atribuye,
según el propio Tribunal, el derecho a contro-
lar el uso de los mismos datos insertos en un
programa informático (habeas data)62 y com-
prende, entre otros aspectos, la oposición del
ciudadano a que determinados datos perso-
nales sean utilizados para fines distintos de
aquel legítimo que justificó su obtención No
obstante el recurso formal al art. 18.4 CE y a
su interpretación notablemente extensiva,
dándole un contenido autónomo a sus previ-
siones, es de destacar que lo que separa este
caso de los que se han ido comentando con
anterioridad es el papel trascendental que
cobra la dignidad63, en tanto puede conside-
rarse que el Alto Tribunal se ha servido aun
implícitamente del art. 10 CE para enrique-
cer el catálogo constitucional de derechos fun-
damentales, al incluir uno no inicialmente
previsto en el Texto Constitucional64.

En esta línea, en un momento posterior, ha
tenido que enfrentar (STC 202/199965) la
posible vulneración de aquél derivada de la
existencia de una base de datos denominada
«absentismo con baja médica» en la que figu-
raban los diagnósticos de las enfermedades
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58 BOE 12 febrero. Un comentario a la misma en
CORREA CARRASCO, M., «Libertad sindical y libertad
informática en la empresa» (Comentario a la STC
11/1998, de 13 de enero), RDS nº 2, 1998, pp. 117 ss.
Es interesante también el estudio de CARDONA RUBERT,
M. B., «Tutela de la intimidad informática en el contrato
de trabajo», RDS nº 6, 1999, pp. 23 ss.

59 Por todas, SSTC 33 y 35/1998, 11 febrero (BOE
17 marzo), 60/1998, 16 marzo (BOE 22 abril) y
77/1998, 31 marzo (BOE 6 mayo), 30/1999, 8 marzo
(BOE 14 abril).

60 Con mayor amplitud, vid. VILLAVERDE MENÉNDEZ, I.,
«La jurisprudencia del Tribunal Constitucional�», op.
cit., pp. 49 ss.

61 Como ha señalado la doctrina, en este apartado 4
hay, para el TC, un derecho fundamental implícito, esto
es, que el TC inventa un derecho fundamental (aunque
hay que decir que con gran fortuna), vid. VILLAVERDE

MENÉNDEZ, I., «La jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional�», op. cit., p. 49. 

62 La génesis y la protección de este derecho, entre
otros, en RAMÍREZ BERASATEGUI, J., «La protección de datos
como un Derecho Fundamental de todo ser humano»,
en AA.VV. (FARRIOLS i SOLA, Dir. y Coord.), La protección
de datos de carácter personal�, op. cit., pp. 37 ss.

63 Esta conexión entre dignidad y derecho a la pro-
tección de datos personales, si bien en el ámbito comu-
nitario, aspecto en el que no hemos de entrar, entre
otros, en GARCÍA NINET, J.I. y DE VICENTE PACHES, F., «El
derecho valor a la dignidad humana y el derecho a la
protección de datos personales�», op. cit., pp. 137 ss.

64 En esta línea, vid. ARIAS DOMÍNGUEZ, A. y RUBIO

SÁNCHEZ, F., El Derecho de los Trabajadores�, op. cit., p.
102.

65 8 noviembre (BOE 16 diciembre). Posteriormente
el derecho es definitivamente perfilado en las Senten-
cias 290 y 292/2000, 30 noviembre (BOE 4 enero
2001), en las que se resuelven los recursos de inconsti-
tucionalidad contra determinados artículos de la LO
5/1992, 29 octubre, de regulación del tratamiento auto-
matizado de datos de carácter personal.



que dieron origen a una situación de baja
laboral por incapacidad temporal en una
determinada entidad crediticia para la que el
solicitante de amparo prestaba sus servicios.
La doctrina ha venido a destacar el carácter
cuasi preventivo de la resolución judicial en
tanto no se había producido ningún uso des-
viado de la información almacenada en la
base de datos66. Sentencia en la que viene a
reiterar las afirmaciones ya vertidas en los
pronunciamientos anteriores, resaltando que
la libertad informática se constituye en una
vertiente específica del principio de dignidad
humana. El Alto Tribunal concede el amparo
al trabajador al estimar que la realización de
tales actividades prescindiendo del consenti-
miento expreso del afectado ha de calificarse
como una medida inadecuada y desproporcio-
nada que conculca por ello el derecho a la inti-
midad y a la libertad informática del titular
de la información67.

3.4. Derecho a la propia imagen:
apariencia personal, cesión
de la imagen y uniformidad laboral

Cuando hablamos del derecho a la propia
imagen, nos estamos situando ante un dere-
cho fundamental dotado de un importante
grado de autonomía68 respecto al de intimi-
dad, que también ha suscitado el interés de la
doctrina laboral y ha sido objeto de tres pro-
nunciamientos por parte del Alto Tribunal de
los que ciertamente no se extraen unas con-
clusiones definitivas, algo que demuestra

fehacientemente que en este ámbito queda
aún bastante camino por andar.

La primera Sentencia en la que el Alto Tri-
bunal tuvo que enfrentar esta problemática
fue la conocida 170/1987, de 30 octubre69. En
breve síntesis, el trabajador recurrente en
amparo fue despedido, según declaraciones
del empleador, por su reiterada desobedien-
cia a la orden de rasurarse la barba. Siendo
así que el trabajador estimaba que dicha
orden resultaba ilegítima al conculcar su
derecho a la intimidad personal y a la propia
imagen. El centro del litigio se halla en dilu-
cidar, como señala el propio Tribunal (FJ 4º),
si la decisión personal sobre su apariencia
física que corresponde al trabajador, puede o
no limitarse o condicionarse en virtud de las
relaciones laborales en que desarrolla su acti-
vidad profesional. No obstante, el TC, en
lugar de proceder a un enjuiciamiento de esta
cuestión desde la perspectiva constitucional y
brindarnos algún criterio acerca del alcance y
límites, por su ponderación con otros dere-
chos fundamentales, del ahora en juego, vie-
ne a limitarse, amparado en la existencia de
un uso local para el sector de hostelería rela-
tivo a que los empleados que tengan contacto
con los clientes deben permanecer afeitados,
que supuestamente legitimaría la orden,
como entendió el Tribunal de instancia, a
afirmar que la cuestión planteada carece de
entidad constitucional70. Por tanto, el Tribu-
nal, manifestando una parquedad en su razo-
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66 Por todos, PRADOS DE REYES, F. (Coord.), «Contrato
y relación laboral», op. cit., p. 189.

67 FJ 5º.
68 Aunque no es cuestión del todo pacífica, la doc-

trina tiende a inclinarse por esta consideración, vid.
entre otros, BALLESTER PASTOR, I., «Facultades de control
empresarial sobre el aspecto exterior del trabajador:
Límites a la expresión del derecho a su propia imagen en
el desarrollo de la prestación laboral», TS nº 169, 2005,
p. 27. Este debate también en PACHECO ZERGA, L., La dig-
nidad humana�, op. cit., p. 219.

69 BOE 21 noviembre.
70 Muy crítica con este modo de proceder del Tribu-

nal se muestra BALLESTER PASTOR, I., «Facultades de con-
trol empresarial sobre el aspecto exterior�», op. cit., p.
32. Para GONZÁLEZ BIEDMA, E., «La apariencia física del
trabajador y el contrato de trabajo: una aproximación al
problema», en CASAS BAAMONDE, M.E., DURÁN LÓPEZ, F. y
CRUZ VILLALÓN, J. (Coords.), Las transformaciones del
Derecho del Trabajo en el marco de la Constitución
Española. Estudios en homenaje al profesor Miguel Rodrí-
guez-Piñero y Bravo-Ferrer, La Ley, Madrid, 2006, p.
692, aunque «la conclusión final de esta sentencia posi-
blemente fuera acertada, el razonamiento de la misma
de que el caso fuera de legalidad ordinaria puede ser
muy difícilmente compartido».



namiento que contrasta con la mayoría de
pronunciamientos donde suele mostrarse
bastante proclive a la defensa de los derechos
fundamentales, viene a estimar que un sim-
ple uso local, cuya importancia relativa en el
cuadro de fuentes del ordenamiento laboral
es bien conocida, es instrumento adecuado y
suficiente para la limitación71 de un aspecto,
la decisión sobre si llevar o no barba, que no
es dudoso forma parte de su propia esfera de
decisión personal y, con ello, parte integrante
del derecho a la propia imagen72.

Derecho que, por tanto, y pese a ser algo
que sólo queda ligeramente insinuado en el
pronunciamiento judicial, aparecería directa-
mente conectado con la dignidad de la perso-
na, que se manifiesta también en un derecho
a una autodeterminación de su propia apa-
riencia física y, por supuesto, del respeto a
sus características innatas o sobrevenidas73.
En este sentido, seguramente, y sin predeter-
minar la constitucionalidad de la medida con-
creta, que para algunos sería más que dudosa
y, aún más, la más que legítima posibilidad
de limitar el derecho en el seno del contrato
de trabajo, ésta debería ser enjuiciada tenien-
do en cuenta el carácter prevalente del dere-
cho fundamental, claramente relacionado con
la libre autodeterminación de la persona y un
enjuiciamiento contenido de los límites desde

la perspectiva de su estricta necesidad, ido-
neidad y proporcionalidad. Juicios que segu-
ramente no se superarían si la única alega-
ción para prohibir lucir barba es dar una
imagen determinada de cara al público74.
Entendemos, por tanto, que el tema no está
en absoluto cerrado y que habremos de espe-
rar ocasión más propicia para que el TC pue-
da brindarnos algunos criterios en esta mate-
ria, a fin de lograr un justo equilibrio, en la
medida en que resulta en exceso simplista
considerar, sin más, que es legítima, en cual-
quier circunstancia, la prohibición de llevar
barba para el ejercicio de la actividad laboral.
De hecho, en alguna ocasión la jurispruden-
cia menor se ha mostrado más permisiva75. Y
ello porque no debemos en ningún caso igno-
rar que «frente a un supuesto de conflicto o
colisión entre los intereses organizativos o
productivos del empresario y el debido respe-
to y consideración a la dignidad e intimidad
de los trabajadores deben primar los intere-
ses de estos últimos»76.

Pero no es éste el único asunto que ha
abordado en Alto Tribunal en relación con el
derecho que ahora nos ocupa. Así, en la tam-
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71 Vid. las críticas a la posición del TC de estimar
legítima la limitación operada por la costumbre en DE

VICENTE PACHES, F., El Derecho del Trabajador al
Respeto�, op. cit., p. 374 ss. Para un sector de la doc-
trina, estamos ante un derecho que pertenece a la liber-
tad de la persona, escapa a la disponibilidad de terceros,
y no puede limitarse, inicialmente, por razón de la cos-
tumbre del lugar, GARCÍA GARCÍA, C., El derecho a la inti-
midad y dignidad�, op. cit., p. 370.

72 No obstante, estamos ante un aspecto que no es
pacífico en la doctrina, pues se ha sostenido que, en
puridad, se protegen desde el derecho a la intimidad,
aspecto que, de todas formas, en cuanto al grado de
protección a recibir es irrelevante, vid. este tema en
ARIAS DOMÍNGUEZ, A., y RUBIO SÁNCHEZ, F., El Derecho de
los Trabajadores�, op. cit., p. 62.

73 Vid. GONZÁLEZ BIEDMA, E., «La apariencia física del
trabajador y el contrato de trabajo�», op. cit., p. 685.

74 Sobre la insuficiencia de este motivo para limitar
el uso de la barba y la inadecuada tutela que el pronun-
ciamiento brinda al derecho a la propia imagen, vid.
GONZÁLEZ BIEDMA, E., «La apariencia física del trabajador
y el contrato de trabajo�», op. cit., p. 693.

75 Al considerar legítimo que un cocinero lleve bar-
ba, por ejemplo, estos supuestos en BALLESTER PASTOR, I.,
«Facultades empresariales de control sobre el aspecto
externo�», op. cit., p. 32.

76 DE VICENTE PACHES, F., «Las facultades empresaria-
les de vigilancia y control en las relaciones de trabajo»,
TS nº 157, 2004, p. 26. Como ha sostenido el profesor
RIVERO LAMAS, J., «esta porosidad de los derechos funda-
mentales respecto a las posiciones jurídicas de las partes
del contrato no puede legitimar las restricciones de
aquellos basadas exclusivamente en una lógica econó-
mica que atienda a la condición de productores de los
trabajadores y que prescinda de su dignidad personal y
su libertad», vid. su trabajo, «Derechos fundamentales y
contrato de trabajo: eficacia horizontal y control consti-
tucional», en AA.VV. (MONTOYA MELGAR, A., Coord.), El
trabajo y la Constitución. Estudios en Homenaje al Profe-
sor Alonso Olea, op. cit., p. 511.



bién muy comentada Sentencia 99/1994, 11
abril77, afronta desde una perspectiva distin-
ta78 el derecho a la propia imagen, sin apor-
tar elementos de interés para el tema concre-
to objeto de nuestra investigación. De nuevo
el supuesto de hecho que da origen a la litis
es el despido de un trabajador (deshuesador
de jamones) por desobediencia a una orden
empresarial, que éste entiende amparada en
su legítimo derecho a la propia imagen, en su
vertiente de captación o difusión de la mis-
ma. Como bien dice el TC, el derecho a la pro-
pia imagen consagrado en el art. 18.1 CE,
junto con los derechos a la intimidad perso-
nal y familiar y al honor, contribuye a pre-
servar la dignidad de la persona (art. 10.1
CE).

En resumen, el trabajador recibió una
orden (legítima según los Tribunales de ins-
tancia desde la perspectiva del alcance del
poder de dirección del empresario) de compa-
recer en un acto (público) de presentación de
un determinado producto a fin de cortar y
despiezar el producto a promocionar. La
orden se limitaba a exigir el cumplimiento de
esta tarea, ahora bien, dadas las circunstan-
cias concurrentes y la naturaleza misma del
acto, claramente promocional del producto,
era inevitable la presencia de fotógrafos y
medios de comunicación, que reprodujesen la
imagen del trabajador en el desarrollo de la
tarea encomendada.

De esta forma, el TC va a cuestionarse si,
desde una perspectiva constitucional, que es
la única que le incumbe, el derecho a la propia
imagen queda injustificadamente comprome-
tido resultando legítima la negativa del tra-
bajador a la restricción del derecho, por no
venir estrictamente justificado por exigen-

cias de la organización productiva que pudie-
ran oponérsele.

El centro de la argumentación del Tribu-
nal va a situarse en el objeto mismo del con-
trato, para ver si éste le exigía, conforme a la
buena fe, la limitación del derecho fundamen-
tal para el cumplimiento y la satisfacción del
interés que llevó a las partes a contratar. Y
ello en la medida en que existen actividades
que, de suyo, traen consigo, con una relación
de conexión necesaria una restricción en el
derecho mencionado por su propia naturale-
za, así las actividades en contacto con el
público o accesibles a él. En este supuesto,
aclara el TC, quien asumió estas tareas, no
puede luego invocar el derecho fundamental
para eximirse de su realización, si la restric-
ción que se le impone no resulta agravada por
lesionar valores elementales de la dignidad
de la persona (art. 10.1 CE). No obstante esta
interesante, a los efectos de nuestro análisis,
afirmación del TC, que pone el acento en la
posibilidad de considerar ilegítima la restric-
ción del derecho, aun asumida en el contrato,
por referencia a la dignidad personal, se que-
da ahí sin avanzar más en este aspecto, segu-
ramente, por quedar descartado, casi desde
un principio, que nos hallásemos ante un
supuesto de este tipo. A juicio del TC, y en
esta afirmación va a situar el eje nuclear de
su razonar jurídico, no consta que el trabaja-
dor tuviera asignada, explícita o aun implíci-
tamente, tarea alguna de exhibición de su
habilidad en la promoción del producto, ni
que estas fueran componentes imprescindi-
bles �o aun habituales� de las funciones que
debía desarrollar. Por tanto, no se estima el
vínculo contractual suficiente para dar cober-
tura a la orden dada. Siendo asimismo insufi-
ciente el interés empresarial, que debiera
venir especialmente cualificado por razones
de necesidad, siendo imposible alcanzar de
otra forma el legítimo objetivo perseguido.

Aunque no desconocemos las críticas que
el pronunciamiento judicial ha recibido de la
mejor doctrina en lo que hace a la corrección
de la argumentación jurídica e, incluso, a la
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77 BOE 17 mayo.
78 Sobre la doble vertiente del derecho: de protec-

ción interna, libertad de crear la propia imagen y exter-
na, posibilidad de usar a su propia conveniencia esa
imagen propia, comercializando con ella�, por todos,
BALLESTER PASTOR, I., «Facultades de control empresarial
sobre el aspecto exterior�», op. cit., p. 28.



posible invasión por parte del Alto Tribunal
de la legalidad ordinaria79, nos ceñiremos al
aspecto atinente a la dignidad. Como hemos
apuntado supra, el análisis de la dignidad
acompaña al derecho a la propia imagen pero
no es objeto de consideraciones independien-
tes ni se le dota de contenido autónomo algu-
no, siendo básicamente un referente más,
una especie de énfasis que quiere poner el TC
en su conexión con aquel principio básico del
ordenamiento que parece darle una fuerza
especial. Por otro lado, como hemos visto,
aunque se insinúa un posible papel de la dig-
nidad como límite infranqueable, como suelo
que, en todo caso, habría que respetar aun en
presencia de una restricción proveniente de
la autonomía de la voluntad del trabajador,
no se añade ninguna aclaración acerca de su
contenido concreto o de qué podríamos consi-
derar extramuros de la legitimidad avalada
por el contrato de trabajo por lesivo de la dig-
nidad del propio trabajador.

Para concluir, ha sido también objeto de
cierta polémica doctrinal la cuestión relativa
a la uniformidad laboral, acerca de la cual se
ha venido cuestionando si constituye un posi-
ble atentado al derecho a la propia imagen.
Fuera de toda duda queda la cuestión si esta-
mos hablando de ropa de trabajo o de deter-
minadas prendas cuya utilización viene justi-
ficada por razones relacionadas con la pre-
vención de riesgos laborales. El tema ha
resultado especialmente conflictivo en rela-
ción con la exigencia de vestir falda a las aza-
fatas del AVE, llegando a conocimiento del
TS, que desestimó la vulneración de los dere-
chos alegados, en particular del art. 18.1 CE,
al considerar que estamos ante una decisión

que es competencia del empleador, salvo que
atente a la dignidad y el honor o a otros dere-
chos fundamentales80. En última instancia,
fue objeto de un pronunciamiento por parte
del TC, donde, sin embargo, como es bien
sabido, éste no ha tenido ocasión de pronun-
ciarse sobre el fondo del asunto al estimar el
recurso extinguido por satisfacción extrapro-
cesal y correspondiente pérdida de objeto de
la demanda de amparo (acuerdo firmado con
el Ministerio de Fomento que permite la
opción entre falda y pantalón a su criterio)81.
Por tanto, se ha perdido la posible oportuni-
dad de conocer la postura del TC acerca de un
problema que, al decir del sindicato recurren-
te «tiene que ver con la dignidad de la perso-
na y el libre desarrollo de la personalidad
(art. 10.1 CE)». Algo similar habría que decir
ante posibles restricciones en cuanto a lucir
determinados tipos de ropa, maquillaje, ador-
nos� en la medida en que, sin lugar a dudas,
puede latir un indudable interés empresarial
en esta cuestión pero también la libre deter-
minación del trabajador sobre estos aspectos,
donde no cabe admitir ni la imposibilidad
absoluta de intromisión empresarial ni su
poder omnímodo en este sentido, debiéndose
realizar la debida ponderación de los dere-
chos en juego y el logro del recto equilibrio
entre ambos, sometidos al tan llevado y traí-
do juicio de proporcionalidad.

4. DIGNIDAD HUMANA Y ACOSO
SEXUAL

Es interesante siquiera hacer una somera
referencia a la STC 224/1999, 13 diciem-

ANTONIO OJEDA AVILÉS y MARÍA TERESA IGARTUA MIRÓ

161REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 73

79 Así se muestra tajante la doctrina que, coinciden-
te con la postura del Ministerio Fiscal, considera que
estamos ante una cuestión de mera legalidad ordinaria,
vid. MONTOYA MELGAR, A., «Poder directivo del empresa-
rio y derecho del trabajador a la propia imagen» (Sen-
tencia 99/1994, de 11 de abril), en ALONSO OLEA, M. y
MONTOYA MELGAR, A., Jurisprudencia Constitucional
sobre Trabajo y Seguridad Social, Tomo XII, Civitas,
Madrid, 1995, p. 244.

80 En esta línea se mueve también la doctrina, que
viene a considerar que nada puede objetarse a la exi-
gencia de uniformidad o de códigos de vestimenta,
siempre que sean razonables y justificados, además de
respetuosos con la dignidad y honor del trabajador,
GONZÁLEZ BIEDMA, E., «La apariencia física del trabajador
y el contrato de trabajo�», op. cit., p. 687. En la misma
tónica, PACHECO ZERGA, L., La dignidad humana�, op.
cit., p. 233.

81 STC 84/2006, 27 marzo (BOE 4 mayo).



bre82, pionera en este ámbito, en la que el
Alto Tribunal tiene que enfrentar, entre otras
cuestiones, cuál es el derecho fundamental
afectado cuando se enjuicia la conducta del
acoso sexual laboral, razonamiento en el que
cobra cierta importancia la dignidad de la
persona, en tanto el recurso de amparo vino
interpuesto, en esencia, por la vulneración de
los arts. 10.1 y 14 de la Carta Magna. No obs-
tante, el TC opta, pese a la inexistencia de
alegación expresa, en situar el derecho vulne-
rado por la conducta acosadora en el texto del
art. 18.1 CE, en concreto, la intimidad perso-
nal del trabajador. Y este giro argumental es
adoptado por el Alto Tribunal sobre la base de
que «aun siendo cierto que aquella norma no
ha sido invocada ni por su número ni por su
nombre, no lo es menos que los hechos deter-
minantes y el agravio que constituyen son
suficientemente significativos por sí mismos
y permiten, sin esfuerzo, identificar el dere-
cho fundamental agredido con el soporte de la
dignidad humana83 que se adujo siempre
como raíz de la reacción de la víctima�». Giro
seguramente comprensible si tenemos en
cuenta, de un lado, la inaccesibilidad autóno-
ma del principio dignidad, como tal, al ampa-
ro ante el Alto Tribunal, que ya hemos
comentado y, de otro, las dudas del Tribunal,
que quizás no encuentra un asidero perfecto
en el art. 14 CE, pues viene a entender que la
conexión con el derecho de la mujer a no ser
discriminada por razón de sexo concurre sólo
«en ocasiones», dado que tales comportamien-
tos agresivos pueden afectar todavía en el día
de hoy, más a las mujeres que a los hombres.
Afirmación que, no obstante, se ha considera-
do más que discutible por autorizada doctri-
na y que parece desvirtuarse por el propio
razonamiento posterior contenido en la Sen-
tencia84.

Centrados en la dignidad, el Tribunal fija
la atención en este principio como parte
importante de su argumentación, de un lado,
al señalar que estamos ante un atentado a
una parcela tan reservada de una esfera per-
sonalísima como es la sexualidad, en desdoro
de la dignidad humana (art. 10.1 CE) (FJ 2º)
y, posteriormente, que «no puede permitirse
hoy, ni siquiera residualmente, la perpetua-
ción de actitudes con las cuales implícitamen-
te se pretende cosificarla, tratándola como un
objeto, con desprecio de su condición femeni-
na y en desdoro de su dignidad personal».
Qué duda cabe que al hacer referencia el Alto
Tribunal a una pretendida cosificación, está
situándose en el núcleo mismo de la funda-
mentación de la dignidad que, como vimos, es
el valor de la persona como tal, distinto y muy
superior al de las cosas. Téngase en cuenta,
además, que aunque no se alude directamen-
te a ello, al conectar el acoso también al art.
14 del Texto Constitucional y hacer referen-
cia a la debilidad de la mujer en el mercado de
trabajo, se está implícitamente reconociendo,
y ello es causa para la tolerancia cero con
estos comportamientos, que la conducta aco-
sadora tiene unos efectos enormemente nega-
tivos sobre las posibilidades no sólo de inte-
gración, sino también de desarrollo profesio-
nal de ésta85.

Ya en pronunciamientos posteriores el TC
va a centrar definitivamente su argumenta-
ción en el derecho a la intimidad personal,
aunque sin ignorar que estamos ante una
conducta pluriofensiva que suele afectar a
distintos derechos fundamentales, así, de
modo claro en la Sentencia 136/2001, 18
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82 BOE 20 enero 2000.
83 El subrayado es nuestro.
84 DEL REY GUANTER, S., «Derecho fundamental

infringido y conducta de la víctima en el acoso sexual
laboral» (STC 224/1999, de 13 de diciembre), en ALON-

SO OLEA, M. y MONTOYA MELGAR, A., Jurisprudencia Cons-

titucional�, op. cit., p. 333. De todas formas, también
hay quien viene afirmando que se trata de una discrimi-
nación por razón de sexo porque en sí mismo supone
una diferencia de trato, un atentado a la igualdad, inde-
pendientemente de que el acosado sea hombre o mujer,
vid. LAIZABAL SAIZAR, O., «El acoso sexual en la STC
224/1999», RDS nº 11, 2000, p. 131.

85 Así lo pone de manifiesto el profesor DEL REY

GUANTER, S., «Derecho fundamental infringido�», op.
cit., p. 334.



junio86, en la que no obstante, el esfuerzo del
Tribunal no va encaminado a esclarecer o
perfilar el concepto de acoso sentado con
anterioridad, pese a las críticas recibidas y a
las diferencias planteadas entre el supuesto
ahora enjuiciado y el que constituyó el objeto
de aquél. Tampoco se contiene aclaración
alguna sobre la vulneración a la dignidad
personal o profesional de la víctima del acoso
centrándose la argumentación del Alto Tri-
bunal en el tema de la carga de la prueba87

cuyo peso excesivo en la resolución de algu-
nos de los supuestos elevados al Alto Tribu-
nal es patente pero que, lógicamente, ha de
quedar extramuros del estudio.

5. DIGNIDAD DE LA PERSONA:
UNIVERSALIDAD
Y NO DISCRIMINACIÓN

La conexión entre la dignidad y el derecho
a no ser discriminado es patente, y así se pone
de manifiesto constantemente en los estudios
doctrinales acerca de aquélla cuando sitúan
una de sus características primordiales en su
universalidad88. Pero, además, en alguna
ocasión, en concreto en el ámbito laboral, el
TC ha establecido una suerte de relación
entre ambos. De esta forma, en Sentencia

161/2004, 4 de octubre89, en la que una pilota
de avión es objeto de la suspensión de su con-
trato de trabajo por razón de su embarazo
hace una consideración en este sentido. Al
decir del TC, la referencia expresa contenida
en el art. 14 CE a determinadas causas o
razones prohibidas de discriminación «no
implica el establecimiento de una lista cerra-
da de supuestos de discriminación� pero sí
representa una explícita interdicción de
determinadas diferencias históricamente
muy arraigadas y que han situado, tanto por
la acción de los poderes públicos como por la
práctica social, a sectores de la población en
posiciones, no sólo desventajosas, sino con-
trarias a la dignidad de la persona que reco-
noce el art. 10.1 CE» (FJ 3º). En el Funda-
mento Jurídico 4º vuelve a hacer hincapié en
esta idea al considerar que «se ha de tener
presente que la conducta discriminatoria se
cualifica en este caso por el resultado peyora-
tivo para la mujer que la sufre, que ve limita-
dos sus derechos o sus legítimas expectativas
por la concurrencia en ella de un factor cuya
virtualidad justificativa ha sido expresamen-
te descartada por la Constitución, dado su
carácter atentatorio a la dignidad del ser
humano (art. 10.1 CE)»90.

Este pronunciamiento es muestra patente
de que aunque la dignidad no alcance en el
Texto Constitucional el rango de derecho fun-
damental y no tenga un acceso autónomo al
amparo, no resulta infrecuente que el Tribu-
nal acuda en su auxilio a fin de enfatizar y
reforzar su argumentación, pero siempre en
conexión con el derecho fundamental concre-
to enjuiciado y sin aportar criterios acerca de
aquellos comportamientos que pudiéramos
considerar que lesionan, de suyo, la digni-
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86 BOE 17 julio.
87 BOE 26 julio. Estos y otros temas relativos a la

Sentencia, pueden verse en CARDENAL CARRO, M., «Aco-
so sexual, despido y valoración de los indicios que
invierten el onus probandi» (STC 136/2001, de 18 de
junio), en ALONSO OLEA, M. y MONTOYA MELGAR, A., Juris-
prudencia Constitucional�, op. cit., pp. 213 ss.

88 Sobre el carácter universal de los derechos dima-
nantes de la dignidad humana que es común a todos los
seres humanos, entre otros, ALEGRE MARTÍNEZ, M.A. y
MAGO BENDAHAN, O., «Reconocimiento constitucional
de la dignidad�», op. cit., pp. 192 y 202 ss. También
esta idea de universalidad y su conexión con la igualdad
en CAMPOY CERVERA, I., «Una revisión de la idea de digni-
dad humana�», op. cit., en especial, pp. 151 ss. Vid. las
interesantes reflexiones sobre la igual dignidad de
PACHECO ZERGA, L., La dignidad humana�, op. cit., p.
288.

89 BOE 9 noviembre. 
90 En esta misma línea pueden verse la STC

175/2005, 4 julio (BOE 5 agosto) sobre extinción del
contrato de trabajo por razón de embarazo (FJ 3º) y la
182/2005, 4 julio (BOE 5 agosto) sobre postergación
profesional de la trabajadora por el mismo motivo
(FJ 5º).



dad91. No obstante, implícitamente cabe
extraer que vienen identificados con un trato
peyorativo y una limitación de sus derechos y
legítimas expectativas, es de suponer que en
lo afectante a su desarrollo y proyección pro-
fesional. Algo que vendría a conectar con la
idea esbozada en la Sentencia 224/1999 en
relación con el acoso sexual.

6. VACACIONES, LIBRE DESARROLLO
DE LA PERSONALIDAD
E INTERDICCIÓN
DE LA INSTRUMENTALIZACIÓN
DEL HOMBRE

Una aproximación interesante y a la vez
novedosa, que se distancia bastante de lo
analizado hasta ahora, a la dignidad de la
persona y el libre desarrollo de la personali-
dad, la encontramos en la cuando menos lla-
mativa STC 192/2003, 27 octubre92, que
abordó el tema relativo a la prestación de ser-
vicios por parte del trabajador para otro
empresario durante sus vacaciones retribui-
das. En síntesis, el trabajador ahora recu-
rrente en amparo fue despedido por transgre-
sión de la buena fe contractual consistente en
que estando disfrutando del mes de vacacio-
nes pagadas por su empresa estuvo trabajan-
do para otra empresa, al menos 3 días del

citado mes. El trabajador impugna el despido
y tanto en la instancia como ante el Tribunal
Superior de Justicia la respuesta es la mis-
ma: la procedencia.

El acceso al recurso de amparo tiene lugar,
algo excesivamente frecuente, alegando la
vulneración del art. 24.1 CE (derecho a la
tutela judicial efectiva). En este caso concre-
to, en atención al carácter arbitrario o erró-
neo de la fundamentación de las resoluciones
judiciales recurridas. Esta alegación da al TC
la ocasión de entrar en el fondo del asunto,
algo que en otro caso le sería del todo punto
vedado93, considerando, que el canon propio
de dicho artículo no se ciñe únicamente a la
comprobación negativa de que la decisión
judicial no es infundada, manifiestamente
irrazonable o arbitraria ni incurre en error
patente, sino que añade a ese control el posi-
tivo sobre la ponderación y adecuación de la
motivación de tal decisión judicial, que nece-
sariamente ha de exteriorizarse, a los dere-
chos concernidos94. Y ahora veremos, no sin
cierta sorpresa, cuáles son estos, a juicio del
Tribunal.

Teniendo en cuenta que el Alto Tribunal
va a proceder a hacer un ejercicio de pondera-
ción, entiende más que conveniente partir de
su ya clásica afirmación sobre la prevalencia
de los derechos fundamentales del trabajador
en nuestro ordenamiento y la insuficiencia de
la sola afirmación del interés empresarial
para restringirlos.
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91 Téngase en cuenta que la posibilidad o no de
lesionar la dignidad es objeto de muchas matizaciones,
así la doctrina (SPAEMANN) estima que nadie puede arre-
batar a otra persona su dignidad pero sí es posible arre-
batar la manifestación externa de la dignidad y lesionar-
la, en la medida en que no se respeta, vid. esta afirma-
ción en PACHECO ZERGA, L., La dignidad humana�, op.
cit., p. 315.

92 BOE 26 noviembre. Sobre la misma, puede verse,
ALZAGA RUIZ, I., «Sobre el derecho al disfrute de vacacio-
nes anuales retribuidas y la prestación de trabajo duran-
te el mismo» (STC 192/2003, de 27 de octubre), en
ALONSO OLEA, M. y MONTOYA MELGAR, A., Jurisprudencia
Constitucional�,op. cit., pp. 349 ss; FATINOPOULO

BASURKO, O. y SEGALES FIDALGO, J., «Dignidad frente a
lealtad y fidelidad. En torno a la STC 192/2003», RDS nº
24 (2003), pp. 121 ss.

93 En este punto la doctrina es coincidente, el tema,
de no mediar error, «no podría alcanzar sede constitu-
cional», FATINOPOULO BASURKO, O. y SEGALES FIDALGO, J.,
«Dignidad frente a lealtad y fidelidad�», op. cit.,
p. 121. Para ALZAGA RUIZ, I., «Sobre el derecho al disfru-
te de vacaciones�», op. cit., p. 357, estamos ante una
cuestión de estricta legalidad ordinaria, por tanto, veda-
da a la revisión del Tribunal Constitucional. En el mismo
sentido, CHARRO BAENA, P. y SEMPERE NAVARRO, A.V.,
«Libertad de trabajo durante las vacaciones. Comentario
a la STC 192/2003, de 27 de octubre de 2003 (RTC
2003, 192)», AS nº 18/2003, BIB 2003/1517, p. 5.

94 FJ 3º, con abundante cita de Sentencias anterio-
res.



Dado que en ambas sentencias recurridas
late una concepción parecida de las vacacio-
nes, como derecho-deber, configuradas como
una obligación del trabajador que vincula el
derecho de este al descanso con la fidelidad al
empresario, se ve obligado a hacer un amplio
razonamiento que, tras un recorrido histórico
por aspectos como la lealtad del trabajador,
recala en la ausencia de prohibición expresa
en esta materia en el art. 38 ET. No obstante,
tampoco cabe ignorar que aunque esta afir-
mación sea cierta, nuestro ordenamiento
jurídico sí brinda determinadas reglas que
apuntan, sin ningún género de dudas, al dis-
frute efectivo de las vacaciones y a garantizar
el descanso, en particular, la prohibición de
acumulación, de compensación en metálico
(art. 38.1 ET) o de sanciones consistentes en
la reducción o anulación del tiempo destinado
al descanso (art. 58.3 ET). En este sentido,
baste ahora con indicar que el resultado
alcanzado por el Alto Tribunal, esto es, la
libertad del trabajador para dedicar su tiem-
po libre a las actividades que estime más per-
tinentes, incluido prestar sus servicios para
otro empresario, es bastante arriesgado, algo
que no ha pasado desapercibido a la doctri-
na95. Y ello básicamente en tanto lleva, inevi-
tablemente, a cuestionarse la adecuación
constitucional de tales reglas y, de forma más
específica, a apreciar cierta incongruencia en
permitir que el trabajador renuncie a su
tiempo de descanso a favor de un tercero, o
para prestar servicios por cuenta propia y no
se le permita hacerlo a favor de su propio
empresario, percibiendo la correspondiente
compensación económica96. Seguramente
aquí pesan también razones de cierta descon-
fianza hacia la posible compulsión de que
puede ser objeto el trabajador para aceptar la
compensación. Pero si el trabajador, por los
motivos que sea, está interesado en este tipo

de «transacción», resulta patente que el impe-
dirle esta clase de acuerdo también podría
conculcar, según lo sostenido por el Alto Tri-
bunal, sus más preciados valores personales:
la dignidad y el libre desarrollo de la persona-
lidad.

Siguiendo con la argumentación contenida
en la Sentencia, el rechazo a esta concepción
del tiempo libre del trabajador no como tal,
sino como tiempo de descanso a disponibili-
dad del empresario y de la sumisión del deber
de trabajo y rendimiento no sólo a una com-
probación objetiva durante el cumplimiento
de la prestación, sino también durante el
tiempo de descanso, contenida en las senten-
cias recurridas, en modo alguno acorde con la
configuración actual en el ordenamiento
laboral del derecho a vacaciones, lleva al juz-
gador a un razonamiento en torno a la pri-
macía de la persona y el respeto a la vida pri-
vada que la Constitución garantiza. De esta
forma, y tras una sucinta referencia al dere-
cho al trabajo reconocido en el art. 35 del Tex-
to Constitucional, la argumentación va a
girar en torno a la dignidad humana que,
como ya hemos apuntado, no permite el acce-
so autónomo al amparo constitucional y que,
por tanto, da al TC la posibilidad ampliar en
cierta medida su campo de actuación97.

Al decir del TC, la concepción mantenida
por las resoluciones impugnadas equivale a
desconocer la dignidad personal del trabaja-
dor, entendida ésta como el derecho de todas
las personas a un trato que no contradiga su
condición de ser racional igual y libre, capaz
de determinar su conducta en relación consi-
go mismo y su entorno, esto es, la capacidad
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95 Vid. ALZAGA RUIZ, I., «Sobre el derecho al disfrute
de vacaciones�», op.cit., pp. 358 ss.

96 También aluden a la necesidad de revisar esta
prohibición de compensación CHARRO BAENA, P. y SEMPE-

RE NAVARRO, A.V., «Libertad de trabajo�», op. cit., p. 4.

97 Como se ha sostenido, «si el error se proyecta en
la interpretación de un precepto constitucional (no
legal) �fuera de los garantizados por el amparo, en cuyo
caso el itinerario sería inmediato� cabe un enjuicia-
miento menos contenido y, por tanto, los márgenes del
art. 24 CE como mecanismo para expurgar sentencias
contrarias a derecho sustantivo se amplían», FATINOPOU-

LO BASURKO, O. y SEGALES FIDALGO, J., «Dignidad frente a
lealtad y fidelidad�», op. cit., p. 129.



de «autodeterminación consciente y respon-
sable de la propia vida» (STC 53/1985) así
como el libre desarrollo de la personalidad
(art. 10.1 CE). El Tribunal vuelve a recordar
que «la regla del art. 10.1 CE, proyectada
sobre los derechos individuales, implica que la
dignidad ha de permanecer inalterada cual-
quiera que sea la situación en que la persona
se encuentre, constituyendo, en consecuencia,
un minimum invulnerable que todo estatuto
jurídico debe asegurar, de modo que las limi-
taciones que se impongan en el disfrute de
derechos individuales no conlleven un menos-
precio para la estima que, en cuanto ser
humano, merece la persona» (FJ 7º).

De esta forma, retoma el Alto Tribunal la
concepción de la dignidad como minimun
invulnerable a la que nos habíamos referido,
sumamente interesante, pero en la que de
nuevo falta cualquier intento delimitador o
de concreción en relación a qué es lo que inte-
gra este suelo infranqueable. En la argumen-
tación judicial parece latir la idea de que aun-
que los derechos pueden ser limitados,
actuará siempre como tope el respeto a la dig-
nidad. Algo que, al parecer, no puede ser obje-
to de mayor especificación con carácter gene-
ral sino que ha de ser examinado caso a caso.
Ahora bien, quizás este asidero encontrado
por el Tribunal, que parecería erigir a la dig-
nidad en una especie de nuevo límite de los
límites en el estado actual de la cuestión sus-
cita más interrogantes que otra cosa98. Que-
remos volver a insistir en que parece atribuir
un contenido «nuevo» al valor dignidad apli-
cable respecto a todos los derechos pero del
que desconocemos en modo absoluto su alcan-
ce. Esto es, parece latir cierta caracterización
de la dignidad, en este caso para favorecer la
posición del trabajador, independiente de los

derechos reconocidos (y garantizados) por el
ordenamiento, para lo que habría de atribuir-
le ciertas cualidades mínimas, de forma más
o menos sincrónica99. El TC considera que
una concepción en la que el tiempo libre es
tiempo vinculado y la persona se devalúa a
mera fuerza de trabajo, resulta incompatible
con los principios constitucionales enuncia-
dos en el art. 10.1 CE (dignidad de la persona
y libre desarrollo de la personalidad) a cuya
luz ha de interpretarse, inexcusablemente,
cualquier norma de Derecho y, para lo que
importa ahora, la cláusula legal de la buena
fe. Y esta conclusión, en el ámbito en que es
alcanzada, quizás está lejos de la idea de lo
«indigno» que, mal que bien, tenemos prefigu-
rada.

En definitivita, no cabe ignorar que aun-
que formalmente el amparo se concede por
vulneración de la tutela judicial efectiva del
recurrente, en el fondo, la resolución se cons-
truye argumentalmente sobre el desconoci-
miento por las resoluciones objeto de impug-
nación, de la dignidad personal y el libre
desarrollo del trabajador, fundamento del
orden político y la paz social. Tal y como se ha
sostenido, en este crucial pronunciamiento la
prohibición de instrumentalizar al hombre
cobra plena autonomía, imponiéndose al juez
como criterio que debe tomar en considera-
ción al dictar sentencia100. De esta forma, el
TC, como ha hecho en otras ocasiones, aleján-
dose del papel que constitucionalmente tiene
atribuido, viene a actuar casi como una nue-
va instancia en el enjuiciamiento del conflicto
planteado.

Aunque la doctrina se muestra dividida en
cuanto a la valoración del pronunciamiento,
hay algunos aspectos en los que, con mayores
o menores matices, es coincidente, y ello por-
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98 En este sentido, se ha considerado que «el recur-
so a la dignidad como barrera de contención propicia
demasiada discusión como para constituir un canon fia-
ble para el enjuiciamiento», FATINOPOULO BASURKO, O. y
SEGALES FIDALGO, J., «Dignidad frente a lealtad y fideli-
dad�», op. cit., p. 133.

99 FATINOPOULO BASURKO, O. y SEGALES FIDALGO, J.,
«Dignidad frente a lealtad y fidelidad�», op. cit., p.
133.

100 GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I., Dignidad de la perso-
na�, op. cit., p. 96.



que no son excesivamente dudosos. El princi-
pal, el que hace referencia a la consideración
de que el respeto de la vida privada del traba-
jador y el libre desarrollo de su personalidad
prohíben indudablemente un control por par-
te del empresario de su tiempo libre101 y ello
en la medida en que se difuminaría la línea
de separación entre su vida personal y profe-
sional. Ahora bien, también causa ciertas
reservas la utilización de la dignidad en la
resolución de estos problemas, sobre todo al
punto de su indefinición como concepto jurídi-
co y, por tanto, su propensión a ampliar el
inevitable arbitrio judicial102.

7. UNA REFLEXIÓN FINAL

Pues bien, tras el análisis de las principa-
les aportaciones del TC a la interpretación
del juego de la dignidad humana en el seno
del contrato de trabajo, no se han resuelto las
interrogantes que teníamos planteadas como
punto de partida. Esto es, si resulta induda-
ble la centralidad de la dignidad en el ámbito
laboral, en especial dado el acusado carácter
personal de la prestación del trabajador y la
posición propicia del empresario para causar
lesiones a este principio, hasta el punto de
que, como se ha sostenido, «en sede de rela-
ción laboral siempre está presente, con mayor

o menor intensidad, la cuestión de «dignidad
de la persona» del trabajador»103, no se ha
avanzado mucho en la delimitación del alcan-
ce y la virtualidad práctica de ésta en el con-
trato de trabajo. De esta forma, quedaría
mucho camino por recorrer hasta poder lle-
nar de contenido la acepción «trabajo digno».

A nuestro parecer, y pese a la autoridad de
sus valedores, no resulta tan palmaria la afir-
mación de que el deber empresarial de trato
digno, se ha llenado a partir de la Constitu-
ción de un contenido concreto y preciso, que
no es otro que el respeto a los derechos inhe-
rentes a la dignidad de la persona, cuya rela-
ción puede hacerse coincidir sin grandes difi-
cultades con los derechos fundamentales
reconocidos en la propia constitución104 o que
la dignidad es el compendio de todos los dere-
chos y libertades fundamentales105. Y ello
porque, aunque de forma bastante tímida, el
TC ha dado algunos pasos importantes para
avanzar un posible contenido «independien-
te» de la dignidad. En especial cuando la con-
sidera un minimum invulnerable, que en
todo caso ha de ser respetado, de donde es
capaz de extraer conclusiones bastante lla-
mativas en relación, en concreto, con la liber-
tad de trabajo durante las vacaciones retri-
buidas, o le ha servido, si bien de forma indi-
recta y situando el eje argumental en otro
precepto constitucional y no en el art. 10.1
donde la dignidad recibe tratamiento explíci-
to, para dar carta de naturaleza a derechos, si
bien conectados con otros constitucionales, no
expresamente previstos en la Carta Magna,
en particular en relación con la llamada liber-
tad informática. 

Ello da pie a la reflexión sobre las posibili-
dades que se abren a la dignidad a fin de pro-
mover una mejora sustancial en la defensa y
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101 ALZAGA RUIZ, I., «Sobre el derecho al disfrute de
vacaciones�», op. cit., p. 357. En esta línea se mueven
también CHARRO BAENA, P. y SEMPERE NAVARRO, A.V.,
«Libertad de trabajo�», op. cit., p. 4, para quienes el
Alto Tribunal no admite la realización de trabajos, en
cualquier circunstancia durante las vacaciones, sino que
entiende que la aceptación, como hacen las sentencias
impugnadas, de un «omnímodo» control empresarial
sobre la persona y la vida del trabajador, que el fin de las
vacaciones es que el trabajador las dedique «exclusiva-
mente» al descanso, en orden a que se encuentre en
«plenas» condiciones concluido el período vacacional y
con exigencia de lealtad «absoluta» del trabajador, no es
acorde con el sistema constitucional de relaciones labo-
rales.

102 FATINOPOULO BASURKO, O. y SEGALES FIDALGO, J.,
«Dignidad frente a lealtad y fidelidad�», op. cit.,
pp.134-5.

103 TAPIA HERMIDA, A., «Los derechos fundamentales
en el Derecho�», op. cit., p. 124.

104 MARTÍN VALVERDE, A., «Contrato de trabajo y dere-
chos fundamentales», RDS nº 6, 1999, p.19. 

105 TAPIA HERMIDA, A., «Los derechos fundamentales
en el Derecho�», op. cit., p. 118.



ejercicio por los trabajadores de los derechos
que son inherentes a su condición humana
que, en algunos casos, podrían ir más allá
incluso de las previsiones constitucionales106.
Esto es, se plantea una importante duda
acerca de si la dignidad añade algo más, un
contenido específico, o equivale, sin más, al
respeto de los derechos fundamentales en los
términos constitucionales y cada uno con sus
correspondientes limitaciones. Y ello tenien-
do en cuenta que el desaliento que produce,
como hemos ido señalando a lo largo del tra-
bajo, la enorme dificultad para delimitar el
contenido específico de la dignidad, su carác-
ter esencialmente dinámico, maleable y con-
textualizable, debería ser, en lugar de un
obstáculo insalvable para su aplicación prác-
tica, un factor positivo que permita conside-
rar indignos y, por tanto, contrarios a los más
supremos valores constitucionales comporta-
mientos, aun no explícitamente constitucio-
nalizados, imperantes y generalizados por
razones de uso y abuso social.

Así, como resulta constatable, los Tribuna-
les inferiores107 sí han encontrado un claro

anclaje constitucional, en concreto en la dig-
nidad humana, para considerar vulneradores
de los más altos derechos y valores conductas
como las constitutivas de mobbing o acoso
moral en el trabajo, en sus múltiples varian-
tes, aspecto sobre el que no ha tenido aún
ocasión de pronunciarse el Alto Tribunal,.
Atentado a la dignidad humana y a la inte-
gridad moral, que son puestos por la doctrina
en el centro de las distintas definiciones108 al
uso sobre el fenómeno. No obstante, no faltan
los recelos, sobre todo en atención a la indefi-
nición del concepto, que llevan a pensar que
alusiones a la dignidad no lleven más que a
propiciar litigiosidad, cuando no a un retroce-
so en el camino ya avanzado en la precisión
de los terrenos ganados al ciudadano cuando
pretende serlo tras firmar su contrato de tra-
bajo109.
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106 No obstante, la doctrina ha destacado la limitada
potencialidad sistematizadora que la dignidad despliega
en nuestro ordenamiento, su incapacidad para servir
como reducto último de garantía del individuo más allá
del análisis fragmentario que los singulares derechos
facilitan, GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I., Dignidad de la per-
sona�, op. cit., p. 195.

107 Puede verse la STSJ Galicia de 4 de noviembre
de 2003 (AS 2004/657) que traza una distinción impor-
tante entre lo que propiamente es hostigamiento psi-
cológico y el defectuoso ejercicio �abusivo o arbitrario�
de las facultades empresariales. En el primero se agre-
den derechos fundamentales de la persona �básicamen-
te su dignidad e integridad moral�, en tanto que el
segundo se limita a comprometer estrictos derechos
laborales. Otros ejemplos de este tipo, entre otros en
TAPIA HERMIDA, A., «Los derechos fundamentales en el
Derecho�», op. cit., pp. 127 ss. En esta misma direc-
ción se mueve un sector doctrinal que admite que la uti-
lización de la dignidad posibilita la tutela de fenómenos
de nuevo cuño, como el acoso psicológico, fuertemente
conectado, a la vista de la incipiente jurisprudencia, con
ese concepto de dignidad en tanto algo distinto de los
derechos fundamentales, FATINOPOULO BASURKO, O. y

SEGALES FIDALGO, J., «Dignidad frente a lealtad y fideli-
dad�», op. cit., p. 135.

108 Por todos, PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F., «El
acoso moral en el trabajo: perfiles jurisprudenciales», TS
nº 178, 2005, p. 8 quien lo define como «el hostiga-
miento psicológico atentatorio contra la dignidad y la
integridad moral del trabajador que éste sufre en su tra-
bajo». Este enfoque es precisamente el escogido por
MARTÍNEZ GIRÓN, J., «Dignidad del trabajador y acoso
moral», en AA.VV. (BORRAJO DACRUZ, E., RAMÍREZ MARTÍ-

NEZ, J. y SALA FRANCO, T., Coords.), Derecho vivo del Tra-
bajo y Constitución. Estudios en Homenaje al Profesor
Doctor Fernando Suárez González Suárez, MTAS, La
Ley-Actualidad, Madrid, 2003. pp. 91 ss. También CAVAS

MARTÍNEZ, F., «Derecho de la prevención y nuevos ries-
gos laborales», AS nº 18, 2006, BIB 2005/2644, p. 3.

109 FATINOPOULO BASURKO, O. y SEGALES FIDALGO, J.,
«Dignidad frente a lealtad y fidelidad�», op. cit., p.
135.
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RESUMEN La dignidad humana ha ocupado siempre un lugar central en el Derecho del Trabajo. Aho-
ra bien, esta centralidad contrasta con los tibios resultados que arroja el análisis de la doc-
trina emanada del Tribunal Constitucional en este punto, sin duda motivada por la propia
ubicación y por su limitado acceso al recurso de amparo. En la mayoría de las ocasiones
aparece acompañando a otros derechos fundamentales, acometiéndose la delimitación de
su alcance, exclusivamente, por referencia a los mismos. Más interés despierta la aproxi-
mación a la misma como minimum invulnerable, aunque se echa en falta un intento de con-
cretar su contenido específico, aspecto de notable dificultad pero que podría arrojar algu-
nas luces sobre su alcance y funciones.




